PROYECTO DE LEY

                         El Honorable Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de;

L E Y:

Artículo 1º: Prohíbese en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires, a ocupar cargos electivos , a aquellos ciudadanos que hubiesen ocupado cargos públicos en el período de facto, comprendido entre los años 1976-1983.

Artículo 2º: Facúltase a la Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires a realizar un Registro de los ciudadanos que ocuparon los cargos mencionados en el Art. 1° de la presente Ley. 

Artículo 3º: El Poder Ejecutivo  procederá a reglamentar la misma en el término de treinta (30) días contados desde su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 4º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

F U N D A M E N T O S

         La reforma de 1994 de la Constitución Nacional , ha producido un quiebre en nuestra historia de impunidades a quienes han usurpado la soberanía popular desde 1930.

         En el Art. 36° 2do. Párrafo del Capítulo II titulado “Nuevos Derechos y Garantías”, ha establecido para el futuro – por el principio de irretroactibilidad de la ley -, que  “... tendrán las mismas sanciones ( que los infames traidores  a la patria Art. 29° C.N., inhabilitación a perpetuidad  para ocupar cargos públicos y excluidos de los beneficios del indulto y la conmutación de pena ) quienes como consecuencia de estos actos usurparen funciones previstas por esta constitución o la de las provincias ... Las acciones serán imprescindibles.” 

         La Constitución de la provincia  de Buenos Aires, es concordante, al establecer  en su artículo  Art. 3°  3er párrafo, sección primera titulo “Declaración, Derechos y Garantías que “Quienes ordenaren, ejecutares o consistiesen actos o hechos para desplazar inconstitucionalmente a las autoridades constituidas regularmente, y aquellos que ejercieren funciones de responsabilidad o asesoramiento político en cualquiera de los poderes públicos, ya sean nacionales, provinciales o municipales, quedarán inhabilitados a perpetuidad para ejercer cargos o empleos públicos, sin perjuicio de las sanciones civiles y penales que fueren aplicables”

El citado Art. 36 de la Carta Magna, en su párrafo tercero (y el Art. 3  de la Const. Prov.)  establece que los usurpadores de la soberanía popular, “....responderán penalmente...”, así, es que el Código Penal de la Nación en el título  “ Delitos  contra los poderes  público y el orden constitucional”, Capítulo I “ Atentados al orden constitucional y la vida democrática”, en su artículo 227° bis 2do. párrafo  establece:  “Se aplicara de uno a ocho años de prisión o reclusión e inhabilitación absoluta  por  el doble de la condena, a quienes.... aceptaren colaborar continuando en sus funciones o asumiéndolas, con las autoridades de facto, en algunos de los siguientes cargos: ministros, secretarios de Estado, subsecretarios, directores generales nacionales o de jerarquía equivalente en el orden nacional, provincial o municipal,.... o de entes públicos equivalentes a los enumerados en el orden nacional, provincial o municipal,.... intendentes municipales ....”.-


Hecho esta síntesis normativa, queda claro que a partir de 1994 la usurpación de la soberanía popular en el  futuro  acarreará graves sanciones, pero que no es aplicable a los usurpadores del pasado.-


Ahora, si bien debemos respetar el principio de irretroactibillidad de la ley, no parece justo, que quienes usurparon la soberanía popular – colaborando y permitiendo que los argentinos sufriéramos los más nefastos años de nuestra vida institucional (1976 – 1983 ), gocen alegremente derechos originados en esos actos QUE HOY SON DELITOS.-


Por lo expuestos y entendiendo que el rechazo, repudio y sanción social de los que fueron protagonistas de la vida institucional en los años 1976 –1983 no deben limitarse exclusivamente a los que participaron en el terrorismo de estado, sino que debe ampliarse a quienes posibilitaron ese contexto USURPANDO LA SOBERANIA POPULAR.-


 Estos individuos que hoy nuestra Constitución Nacional los asimila a los INFAMES TRAIDOSRES A LA PATRIA, deben tener un tratamiento DISTINTO al resto de los ciudadanos ( no meramente abstracto o declamatorio ), por ello y solo a modo enunciativo, proponemos que:


1).- No se computen los períodos de USURPACIÓN  a los fines jubilatorios ;


2).- Inhabilitación para ejercer cargos electivos;


3) .-Cuando se refiera a ellos en toda acción oficial, se los identifique por sus cargos ejercidos como USURPADOS DE LA SOBERANÍA POPULAR, no con la denominación asignada por el ordenamiento jurídico para quienes la ejercen dichos cargos por la voluntad popular (intendente, gobernados, etc.).-

         Por lo expuesto solicito a los Señores Legisladores me acompañen en la aprobación del presente Proyecto de Ley.

